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Resumen

El presente artículo aborda el tema de la precarización del empleo asalariado como resultante de los cambios acaecidos en los mercados de trabajo latinoamericanos en las dos últimas décadas.  El propósito central es explorar el estatuto teórico, alcances y limitaciones, del concepto de precarización del empleo y establecer las relaciones que tiene con el nuevo modelo económico. Se argumenta que aunque este concepto ha sido usado en un sentido empírico más que teórico, es necesario adentrarse en este aspecto a fin de comprender los cambios que el empleo precario genera tanto en el ámbito laboral como el social.
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Abstract
This article deals with the process of increasing precarious jobs in Latin America during the period of structural reforms. Its main goal is to explore the theoretical foundations and  scope of the concept of labor precariousness. It also seeks to analyze the conceptual and empirical linkages between the  structural adjustment process and the  rising  of precarious jobs in the new economic model. It states that although this concept has been used in an empirical way, there is a need to approach it from a theoretical perspective, in order to have a better comprehension of the labor and social changes it conveys.
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I. Reestructuración económica y precarización del empleo asalariado
Durante las décadas de los años 80 y 90 las sociedades latinoamericanas experimentaron intensos procesos de cambio de sus modelos de desarrollo con el fin de combatir los efectos perversos de la crisis de la deuda. El común denominador de este proceso de cambio ha sido la adopción de un modelo de políticas de ajuste que, en lo fundamental, ha asumido como propio el paquete de políticas económicas de corte neo-liberal formuladas por las instituciones que forman el Consenso de Washington. 

Así pues, la adopción de políticas de ajuste estructural ha tenido un fuerte impacto en la configuración y dinámica de los mercados de trabajo. Nuevas actividades económicas, vinculadas a la globalización económica, se han dinamizado en tanto que sectores históricamente relevantes han perdido peso en su capacidad de generación de empleo. Asimismo, las relaciones laborales han experimentado procesos intensos de redefinición, ya sea por la vía formal, cambio de las leyes laborales, o bien por la vía de facto, emergencia de nuevas prácticas de empleo. 

Por otro lado, las empresas ubicadas en la región han sido sometidas a la competencia global como resultado de los procesos de apertura comercial e inserción creciente de las economías latinoamericanas a los procesos productivos, económicos y comerciales desencadenados por la globalización. La resultante ha sido la adopción de prácticas de reestructuración productiva de la más variada naturaleza que buscan incrementar los niveles de flexibilidad empresarial para hacer frente a las contingencias emanadas de la volatilidad de los mercados y la celeridad del cambio tecnológico. En este contexto, las empresas han buscado estrategias de reorganización productiva que no sólo incrementen su flexibilidad sino que también mantengan o incrementan sus niveles de competitividad.

Con el fin de facilitar estos procesos los gobiernos han adoptado, a un nivel  nacional, políticas que han buscado “flexibilizar” los regímenes de contratación laboral, pues la doctrina económica dominante en la región ha enfatizado que sistemas institucionales de fijación de salarios mínimos, provisión social, regulación de la duración de la jornada laboral y de los mecanismos de contratación y despido de la fuerza laboral imponen “rigideces” que afectan el buen desempeño de los mercados laborales al impedir los ajustes necesarios de la actividad productiva a los cambios que acontecen constantemente en los mercados laborales, al tiempo que elevan artificialmente los costos laborales erosionando, consecuentemente, los niveles de competitividad de las firmas que operan en la región en los mercados internacionales.

Así, la adopción de un esquema de política económica que favorece la desregulación de los mercados de trabajo en conjunto con las estrategias empresariales de reorganización productiva estaría gestando un nuevo modelo de relaciones laborales. Contrario a la tesis que formula la doctrina económica neoclásica, la transición hacia un modelo de relaciones laborales caracterizado por un incremento significativo de la flexibilidad en las prácticas de contratación, despido, y gestión de la mano de obra no se ha traducido en una mejoría en la calidad de los empleos generados en la Región. Al respecto, tanto la OIT (1999) como CEPAL (2000) han señalado que uno de los rasgos más sobresalientes de la dinámica de los mercados laborales latinoamericanos a finales de la década de los 90 es la creciente precarización del empleo. 

Como consecuencia del incremento de las manifestaciones visibles del deterioro de la calidad de los empleos generados en la América Latina durante la década de los 90, el tema de la precarización del empleo ha adquirido relevancia tanto a un nivel académico como entre los formuladores de política. ¿Pero en qué consiste la precarización del empleo? ¿se trata de un fenómeno transitorio o por el contrario de un rasgo estructural de nuevo modelo económico? ¿se trata de un fenómeno nuevo o de la agudización de tendencias preexistentes? ¿qué relación guarda este proceso con fenómenos como los de la pobreza y la vulnerabilidad social? Estos temas se abordarán someramente en los apartados siguientes; en lo inmediato intentaremos esclarecer el estatuto teórico del concepto de precarización del empleo.

II. La precarización del empleo: 
estatuto teórico del concepto

Como suele ocurrir con una gran cantidad de categorías teóricas de fácil operacionalización, el concepto de precarización del empleo no ha gozado de una amplia y profunda discusión teórica. El mismo parece haberse tornado un concepto “popular” en tanto permite captar, con relativa transparencia, algunos de los efectos que sobre la calidad del empleo han tenido la adopción de políticas de desregulación de los mercados laborales tanto como estrategias de reorganización productiva basadas en principios de reducción de costos y flexibilidad laboral. 

En general, el término de precarización del empleo se utiliza para referirse a un conjunto de situaciones empíricas que han adquirido una destacada presencia en las últimas dos décadas. Así con el concepto se trata de englobar procesos relacionados con la emergencia y expansión de relaciones no formales de trabajo en sectores en los que este tipo de relaciones laborales no existía previamente o eran marginales (contratos atípicos, contratos temporales, trabajos no permanentes, trabajos estacionales, trabajos a destajo, etc.). 

El concepto también suele emplearse para dar cuenta de situaciones laborales en las que las condiciones de trabajo se han deteriorado ya sea como consecuencia de la caída de los ingresos-salarios por debajo de los mínimos fijados por ley; la prolongación de las jornadas laborales por encima de los límites fijados por ley, o bien la contratación creciente de trabajadores y trabajadoras a tiempo parcial. 

Es común que mediante el uso de este término referirse a situaciones en las que el personal de las firmas es contratado pero se le priva del acceso a regímenes de seguridad y provisión social, allí donde existen, o debido a sus bajos ingresos son forzados a recurrir a emplearse en varias ocupaciones (pluriempleo). 

Finalmente, el término también es empleado para dar cuenta de la existencia de relaciones laborales en las que las condiciones de trabajo, la duración de la relación contractual y la provisión de derechos laborales son una prerrogativa empresarial, debido a procesos formales de cambio en la legislación o bien a nuevas prácticas empresariales (flexibilización de hecho), tanto como a modelos autoritarios de regulación de las relaciones laborales que dificultan, cuando no niegan del todo, la organización autónoma de las y los trabajadores, el establecimiento de convenciones colectivas y otros mecanismos de negociación colectiva de las condiciones de trabajo.

Se trata, como se puede ver, de un término que alude a diferentes manifestaciones de las relaciones laborales. En este sentido el uso del mismo deviene problemático en tanto no siempre, los estudios empíricos utilizan los mismos indicadores para dar cuenta de procesos de precarización del empleo. 

A pesar de esta limitación, puede decirse que es posible, y también necesario, desarrollar un concepto integrado, de carácter multidimensional que permita establecer el estatuto teórico del “concepto” de precarización del empleo. Para ello, a mi juicio, es necesario abordar cuatro elementos: el vínculo entre procesos de precarización, desregulación de los mercados de trabajo y reorganización productiva;  el cambio en los modelos de regulación laboral; la relación entre modelos de relación laboral y ciudadanía social; la pérdida de seguridad en la continuidad del empleo  y la vulnerabilidad social.

En primer lugar, mediante los vínculos analíticos entre procesos de precarización del empleo, políticas de desregulación de los mercados laborales y estrategias de reorganización productiva basadas en la flexibilización laboral y la reducción de costos, se busca enfatizar en el carácter estructural y sistémico de este proceso. De ahí que, se enfatice que el proceso de precarización del empleo es un rasgo estructural del funcionamiento de los mercados de trabajo en el contexto del actual modelo de crecimiento económico (Sánchez, 1992; Díaz, 1994; Mora 1998; OIT, 1999). Con ello se quiere decir que el empleo precario no es un resabio de modelos productivos precedentes, sin negar la existencia de este tipo de relaciones en otros períodos históricos; ni una disfunción coyuntural achacable a la fase de transición del ajuste que será superada una vez que los mercados funcionen de manera óptima; o una característica propia de los establecimientos microempresariales. Al contrario, se quiere insistir en que el empleo precario está teniendo lugar tanto en pequeñas unidades productivas como en sectores productivos modernos e incluso en las nuevas actividades vinculadas a la exportación de nuevos productos transables; eje dinámico del nuevo patrón de acumulación. Se trata pues de una resultante del proceso de modernización globalizante a que han sido sometidas las sociedades latinoamericanas en las últimas dos décadas. 

En segundo lugar, los indicadores que se utilizan para dar cuenta de procesos de precarización del empleo están relacionados no sólo ni principalmente con la calidad del empleo, sino también, y principalmente, con el tipo de relaciones laborales que se establecen en el ámbito productivo. Como es sabido, en el modelo de desarrollo anterior en América Latina, las relaciones laborales estaban relacionados, históricamente, con la presencia de al menos tres actores: empresarios, estado y trabajadores. En este sentido, el concepto de precarización del empleo debe ser utilizado no sólo con el propósito de dar cuenta de cambios en la calidad del empleo (resultante empírica) sino también de modificaciones en los modelos de regulación de la fuerza de trabajo.  Es este segundo aspecto, a nuestro juicio, el elemento teórico que permite establecer el vínculo entre políticas económicas, estrategias de reorganización productiva y prácticas laborales. De ahí que lo identifiquemos como el núcleo teórico que da sentido al uso del término de precarización del empleo. 

En tercer lugar, con el uso del concepto de precarización del empleo se busca subrayar la reconfiguración de los derechos laborales que está teniendo lugar como resultado de los procesos de reorganización productiva y ajuste estructural. En este sentido, el énfasis está puesto en una dimensión socio-normativa vinculada al mundo laboral. Se parte del principio que todo trabajador —primero— tiene derecho a un grupo básico de derechos laborales cuya conquista ha sido el fruto de luchas obreras a lo largo de la historia así como de la adopción de políticas de bienestar en la segunda mitad del siglo 20. Sería este grupo básico de derechos, que pueden variar de sociedad a sociedad, los que permitirían a los trabajadores ejercer sus derechos ciudadanos en el ámbito del trabajo. Consecuentemente, el mercado de trabajo es aprehendido no sólo como un espacio social de transacciones entre oferentes y demandantes de empleo, trabajadores y empresarios, sino también, como un ámbito de constitución de procesos de ciudadanía social; en nuestro caso ciudadanía laboral.

Empero, los procesos de construcción de ciudadanía social tienen como requisito la existencia de actores sociales, en nuestro caso laborales, reconocidos como interlocutores calificados por las contrapartes empresariales y estatales. Mediante el uso del concepto de precarización del empleo se busca esclarecer cómo en escenarios socio-productivos caracterizados por la erosión de las responsabilidades de regulación de las relaciones laborales por parte del Estado, el debilitamiento de los mecanismos de negociación colectiva y el deterioro de la capacidad de afiliación, acción y negociación de los sindicatos, u otras modalidades de organización autónoma de los trabajadores, constituyen contextos poco favorables para la conquista o ampliación de procesos de ciudadanía laboral. 

El concepto de precarización del empleo intenta  mostrar cómo la dimensión de la ciudadanía laboral es erosionada cuando el trabajo es conceptuado básicamente como una mercancía y el empleo es sujeto a procesos de desregulación que impiden a las y los trabajadores ejercer sus derechos básicos en el ámbito laboral, sometiéndoles a condiciones laborales que no sólo ponen en riesgo la calidad de sus empleos, sino sus derechos ciudadanos en tanto trabajadores. Así mediante el uso de este concepto se podrían  observar  rupturas entre procesos de crecimiento económico, reestructuración productiva e integración social. Sosteniendo que cuando la precarización deviene en un rasgo estructural del mercado de trabajo, el crecimiento económico y la reestructuración productiva no lograrán garantizar procesos sostenidos de integración social.

En cuarto lugar, el concepto de precarización del empleo permite, a mi juicio, subrayar otro de los procesos sociales que han adquirido una notoria presencia en la escena social latinoamericana en la década de los años 90, a saber, el problema del riesgo y la vulnerabilidad social. Al permitir observar el cómo los modelos de regulación laboral y las estrategias productivas en curso, fomentan la inestabilidad laboral para combatir la volatilidad de los mercados, el cambio tecnológico y aprovechan los excedentes de fuerza laboral en su beneficio, se puede esclarecer el vínculo entre  funcionamiento del mercado laboral y los niveles de bienestar de los hogares.

Aquellos hogares que estén integrados por personas con empleos inestables serán presas, en mayor medida, de procesos de vulnerabilidad y riesgo social.  Es decir su nivel de bienestar estaría sujeto a condiciones de incertidumbre y riesgo estructural, en tanto que las personas perceptoras de ingresos no están en condiciones de asegurar su permanencia en el puesto de trabajo. La incertidumbre y el riesgo devienen características estructurales puesto que la permanencia en el empleo depende de factores contingentes relacionados con el buen desempeño de la economía global, la competencia por los mercados en dicho contexto, y planes de reorganización o crecimiento empresarial que no son negociados con las y los trabajadores, o bien cuyas negociaciones no cubren a las personas con empleos temporales o contratos no permanentes.

Consecuentemente, no bastaría, en las condiciones históricas actuales, tener un empleo para escapar de los efectos perversos de la pobreza y la vulnerabilidad social, sino que se requeriría que dichos empleos no fueran precarios; puesto que la pérdida de ingresos laborales llevaría a muchos hogares por debajo de la línea de pobreza (Pérez y Mora, 1999). 

III. Las tendencias de regulación laboral previo al período de Reformas Estructurales

Históricamente, los mercados laborales en América Latina se han caracterizado por mostrar un pronunciado nivel de heterogeneidad estructural, mostrando diferentes niveles de productividad,  capacidad de generación de empleo, modelos de regulación de las relaciones laborales, diferenciales de ingreso y segregación de género. Se ha argumentado que durante la fase de modernización caracterizada por la vigencia del modelo de industrialización por substitución de importaciones, la dinámica de los mercados de trabajo dio lugar, simultáneamente, a procesos de integración social, por medio de la expansión del empleo formal, tanto como a procesos de exclusión social, expresados en la creciente expansión del empleo en el sector informal de la economía (PREALC, 1991; Weller, 1998).

También es sabido que, en materia de relaciones laborales, la mayoría de los países latinoamericanos formalmente adoptaron, a lo largo del siglo 20, un modelo de legislación laboral con niveles significativos de regulación y protección que asignaba al Estado un papel protagónico. Bronstein (1997; 1995) ha mostrado que el modelo de legislación laboral proteccionista e intervencionista seguido por un gran número de países latinoamericanos inició con la promulgación del Código de Trabajo en Chile y México en la década de 1930 y concluyó a mediados de la década de 1970, con el desarrollo de modelos altamente proteccionistas como el Código de Trabajo de Panamá (1971); Venezuela (1973); Perú (1970 y 1974) y Argentina (1974). No casualmente, estos cambios tuvieron lugar en un período de la historia latinoamericana  caracterizado por la presencia de gobiernos nacionalistas y populistas.

Al mismo  tiempo que los Estados promovían esquemas activos e intervencionistas en materia de regulación de las relaciones laborales,  otros objetivos eran perseguidos, simultáneamente, por los Estados. Entre otros, el modelo de regulación laboral promovido fue diseñado para proteger a los trabajadores de formas extremas de explotación de las relaciones laborales, pero también, para mantener bajo control los conflictos sociales y especialmente, para promover sistemas corporativos que restaran independencia y autonomía a los movimientos sindicales (Bronstein, 1995; De la Garza, 1993).

Políticamente, este modelo de regulación laboral confirió al Estado un rol central en la configuración de los mercados laborales. La centralidad del Estado se basó en su poder para promover cambios en la legislación laboral, implementar el marco jurídico laboral de forma discrecional y de acuerdo con sus propios intereses y sin poner en riesgo los intereses del capital, así como en su capacidad para impulsar la constitución de alianzas políticas con el movimiento sindical (De La Garza y Pries, 1997; Bronstein, 1995, Weller, 1998). Empero, el modelo de regulación laboral no se basó, exclusivamente, en la concertación de alianzas, sino también en la capacidad del Estado para hacer uso del monopolio de la violencia contra aquellos sectores del movimiento sindical que históricamente se negaron a formar parte de los pactos corporativos y enarbolaron banderas de autonomía, cuestionando no sólo los pactos sino el modelo de sociedad misma. De hecho, la historia latinoamericana así lo confirma, los Estados latinoamericanos no han dudado en reprimir los movimientos sindicales con el fin de garantizar los intereses del capital o promover doctrinas de seguridad nacional  cuando las clases en el poder lo han considerado necesario.

La funcionalidad de este modelo de regulación de las relaciones laborales y del funcionamiento de los mercados de trabajo, dependía, como se señaló, de la existencia de pactos corporativos. Estos pactos aseguraban, por un lado, apoyo político al Estado por parte de los movimientos sindicales, y por otro, un conjunto de compromisos de las clases gobernantes para con estos movimientos de cara a proteger y garantizar el ejercicio de los derechos laborales y las libertades sindicales.

Entre otros factores, condiciones internacionales favorables permitieron un crecimiento sostenido de las economías latinoamericanas en las década de los 1950, 1960 y en algunos casos en los 1970, lo cual generó un contexto económico favorable para el desarrollo de modelos de regulación laboral. Como bien señala Bronstein (1997), ello fue posible gracias a que  el impacto de los costos que suponía el modelo de regulación laboral en las empresas era diluido en razón de que todos los productores tenían que enfrentar los mismos costos sociales asociados al trabajo y competían por colocar sus productos en mercados altamente protegidos, es decir en el marco de un mercado cautivo de consumidores.

Sin embargo, debe subrayarse que el modelo de regulación laboral en América Latina nunca fue muy estricto sino más bien relativamente flexible (De La Garza, 1993; Marshall, 1994; Weller, 1998). A pesar de lo que la Ley definía, debe admitirse que las regulaciones en los mercados de trabajo nunca llegaron a ser cabalmente implementadas por el Estado. Consecuentemente, los niveles de acatamiento de las mismas varían significativamente de un país a otro e incluso a lo interno de un mismo país, entre un segmento del mercado de trabajo y otro. De hecho, este reconocimiento, sumado a los diferenciales de productividad dio lugar al desarrollo de mercados laborales altamente segmentados, como bien lo han mostrado los históricos trabajos de la PREALC al respecto.

El reconocer que los mercados laborales en América Latina han gozado históricamente de un alto nivel de flexibilidad implica admitir que el nivel de implementación de la legislación laboral nunca llegó a alcanzar un nivel universal, sino más bien que tuvo un alcance limitado. De hecho, su alcance se restringió, en la mayoría de los casos, a cubrir a los trabajadores urbanos insertos en empresas del sector industrial moderno, a las y los trabajadores del sector público y, en algunos países, a los trabajadores rurales inmersos en sectores agroexportadores modernos, por ejemplo en el caso de las plantaciones bananeras en Centroamérica.

Este modelo de regulación de las relaciones de trabajo era políticamente frágil. De hecho, al ocurrir cambios políticos radicales, como los que se suscitaron durante la década del 1960 y 1970, cuando los gobiernos populistas y los sistemas políticos democráticos fueron barridos por dictaduras en toda la región, con la excepción de algunos pocos casos, el modelo de regulación de las relaciones laborales tendía a perder su trascendencia; imponiéndose prácticas empresariales de corte autoritario y modelos ampliamente flexibles de “regulación laboral”. Adicionalmente, debe reconocerse la existencia de un grupo importante de países en los que los modelos de regulación proteccionista e intervencionista nunca llega a implementarse, debido a la existencia de regímenes autoritarios de larga data, como son, por ejemplo, los casos de Nicaragua, El Salvador y Guatemala en Centroamérica (Torres, 1981).  En estos casos, mucho más que en otros, la regulación de las relaciones laborales fue implementada de una manera más restrictiva y circunscrita básicamente a las empresas industriales del sector formal y al sector público.

A pesar de las fuertes debilidades del modelo de regulación comentado, debe reconocerse que la existencia del mismo dio lugar a nuevos procesos y tendencias en la configuración y dinámica de los mercados de trabajo. De hecho, en el período 1950-1980, la expansión del empleo urbano en el sector formal, así como de la expansión del empleo público en la mayoría de los países de la región llegó a convertirse en un punto de referencia debido no sólo a los mayores niveles de productividad existentes en el primero con respecto a las actividades agrícolas, sino también por cuanto las condiciones de trabajo en ambos segmentos mostraban una tendencia a la mejoría creciente.  

Como resultado de lo anterior, el sector formal urbano devino una especie de “paradigma” para el fomento de empleos de mayor productividad, mejores condiciones de trabajo y conquista progresiva de derechos laborales. Las políticas de la época intentaron promover este tipo de empleo con el fin de favorecer procesos de desarrollo económico y social.  Se consideraba en la época que la reducción de la pobreza, la superación del atraso económico, el mejoramiento en las condiciones de vida, la institucionalización de las relaciones sociales y el reconocimiento de actores laborales eran procesos asociados al desarrollo. De esta manera, se intentaba que los mercados de trabajo respondieran a esta lógica, aunque como vimos anteriormente, la misma nunca fue difundida en el conjunto de los segmentos del mercado de trabajo.  

En este contexto la regulación de las relaciones laborales en los sectores modernos de la economía llegó a constituirse en una idea central en toda la región. La formalización de las actividades productivas y consecuentemente de las relaciones laborales devino en una idea fuerza de las políticas de desarrollo de la época. El punto de referencia para definir políticas laborales buscaba no sólo el incremento de la productividad sino también la institucionalización de las relaciones laborales bajo el esquema de modelos de regulación intervencionistas y proteccionistas. En este período las ideas que abogaban por la liberalización de los mercados de trabajo, la desregulación de las relaciones laborales y la flexibilización de las prácticas empresariales como estrategias para incrementar la competitividad y dinamizar los mercados laborales no encontraban eco. Empero, estas ideas comenzaron a ganar terreno a raíz del estallido de la crisis en la década de los 80, llegándose a convertir en la doctrina dominante conforme los países fueron adoptando programas de ajuste estructural y definiendo, consecuentemente, un programa económico altamente influenciado por la doctrina neoclásica.

IV.  Ajuste, Flexibilización y precarización del empleo

Sin analizar detenidamente el modelo de regulación laboral vigente en América Latina hasta el estallido de la crisis de la deuda, los “excesos” en la regulación de los mercados de trabajo y las relaciones laborales fueron señalados como causantes de “rígideces”  que afectaban el buen funcionamiento de estos mercados, reducían la capacidad de las empresas para adaptarse rápidamente a los cambios en las señales de los mercados y considerados como obstáculos que dificultan la transición hacia una economía de mercado. 

En consecuencia con dichos diagnósticos, las propuestas de desregulación de los mercados de trabajo devino en una idea fuerza entre los economistas neo-liberales de la región y en los círculos de formuladores de política tanto como en los empresariales (Lagos, 1994; Bronstein, 1997). Los empresarios han visualizado en las políticas de desregulación  de los mercados y flexibilización de las relaciones laborales una posibilidad de transferir parte de los costos que supone el proceso de ajuste al sector trabajador, y al mismo tiempo, una oportunidad para incrementar sus niveles de competitividad internacional, por la vía de la reducción de costos, en una fase del desarrollo capitalista caracterizada por la liberalización de mercados, el cambio tecnológico acelerado, la volatilidad de los mercados y el incremento de la competencia a un nivel internacional.

A raíz de estos hechos, desde la década de los 80, y particularmente en los años 90, se ha experimentado un significativo proceso de redefinición de las legislaciones laborales vigentes en América Latina, aunque estos procesos no han seguido una única tendencia.  De hecho, puede reconocerse que los cambios en la legislación laboral muestran dos tendencias opuestas. Por un lado, se observa que un número importante de países ha promovido cambios a un nivel constitucional y las leyes laborales orientados a incrementar los niveles de protección y regulación estatal, lo cual pareciera contradictorio con la política de desregulación de los mercados y las prácticas de flexibilización adoptada por los empresarios. Por otro lado, se observa que un grupo significativo de países ha promovido cambios en el sistema de regulaciones laborales en concordancia con los postulados de la ideología flexibilizadora. Estos parecen los casos de Panamá (1995); Perú (1995); Argentina (1991); República Dominicana (1992) y Colombia (1990).

En Centroamérica el proceso de reorganización del modelo de regulación laboral parece haber experimentado este movimiento contradictorio. Así Costa Rica, Guatemala y El Salvador, han introducido cambios en las leyes laborales y a un nivel constitucional orientados a fomentar la libertad de organización sindical. En tanto que Panamá, y de manera más restringida, Honduras han adoptado cambios en afinidad a los principios de desregulación de los mercados de trabajo y las relaciones laborales (Pérez y Cordero, 1997; Blanco, 1996).

Al analizar este movimiento aparentemente contradictorio debe tenerse en cuenta que algunos de los cambios que abogan por una mayor protección y regulación de las relaciones laborales fueron introducidos en contextos políticos de reunificación nacional, pacificación y transición democrática, como en los casos de Guatemala, El Salvador y Nicaragua. De ahí que el objetivo final de los mismos no sea tanto la regulación del mercado de trabajo como la conformación de un clima político nacional propicio para el logro de los objetivos políticos nacionales. Por otro lado, en el caso de Costa Rica, los cambios experimentados han sido introducidos como consecuencia de presiones internacionales que amenazaban con eliminar las ventajas comerciales que supone la Iniciativa para la Cuenca del Caribe en materia de exportación de bienes industriales a raíz de denuncias internacionales de violación a los derechos de libertad sindical en el sector privado costarricense.

Adicionalmente, debe subrayarse que más allá de los cambios formales en la legislación laboral, se pueden observar prácticas empresariales e incluso políticas estatales adoptadas para favorecer un sistema de relaciones laborales más flexible e inducir la desregulación de los mercados laborales, no sólo en la región centroamericana, sino también en toda América Latina. Lagos (1994) ha  acuñado el término de “flexibilidad de facto” para hacer referencia a estos procesos de desregulación laboral que no van acompañados de cambios en la legislación laboral. Así, aparentes cambios positivos en la legislación deben ser contrastados con prácticas empresariales concretas y otras políticas estatales con el fin de discernir el efecto global.

En este sentido vale la pena mencionar un conjunto de ejemplos de políticas estatales orientadas a desregular los mercados de trabajo y favorecer prácticas empresariales de carácter “flexible”.  Así, en Costa Rica, desde 1982, se han establecido restricciones legales a la firma de de Convenios Colectivos  en el sector público mediante resoluciones administrativas. Recientemente, la Sala Cuarta, el juzgado de mayor rango en el país, ha decidido que los arreglos colectivos en el sector público eran inconstitucionales, estableciendo un impedimento a la firma futura de acuerdos.

Adicionalmente, debe recordarse que todos los países centroamericanos han adoptado regímenes muy favorables para la atracción de inversión extranjera ya sea bajo la modalidad de Maquila o Zona Franca. En todos estos países, con la excepción abierta de Panamá, el sistema de regulación laboral vigente a un nivel nacional debe ser acatado independientemente de la naturaleza de la actividad productiva, el origen del capital y el régimen de producción en que esté inscrito. No obstante, lo que ha pasado en la práctica es que en la industria y agroindustria de exportación se ha violentado reiteradamente la legislación laboral y se ha instaurado, en la práctica, un modelo paralelo de regulación de las relaciones laborales signado por un marcado autoritarismo que impide la libre organización de las y los trabajadores, la firma de acuerdos colectivos y el cumplimiento de la legislación laboral nacional. La excepción que confirma la regla es el caso hondureño, en el cual a pesar de que se permite la libertad de organización sindical y se han creado nuevos mecanismos institucionales para dirimir controversias laborales, la resultante, en materia de relaciones laborales, es la vigencia de un modelo signado por la precarización del empleo como característica sobresaliente.

En general, la gerencia de este tipo de empresas, así como los mismos líderes sindicales coinciden en señalar, por razones diferentes, que las leyes laborales existentes en la región muestran un alto grado de obsolescencia y necesitan de una reformulación sustancial. Esto es así por cuanto los Estados no han desarrollado acciones sistemáticas para garantizar el cumplimiento de la legislación laboral en las actividades exportadoras, de forma tal que para los empresarios, la legislación vigente muestra un rezago con respecto a las políticas adoptadas para la promoción de un esquema productivo exportador y de estrategias empresariales basadas en la flexibilidad, en tanto que para los sindicatos, el mismo no posibilita una adecuada regulación de las relaciones laborales en este tipo de actividad productiva (Pérez, 1995; Cordero, 1999).

Existen además, algunas otras vías mediante las cuales se ha promovido la desregulación de las relaciones laborales, erosionando de esta manera los mecanismos institucionales para el ejercicio cotidiano de la ciudadanía laboral. De nuevo, el caso centroamericano se presenta como ejemplarizante en materia de fijaciones salariales. Al respecto, en todos los países de la región los salarios mínimos han dejado de cumplir su función central, establecer estándares mínimos que garanticen el nivel de vida de las y los trabajadores y sus familias. Esto ha ocurrido, en la práctica, no mediante la eliminación del salario mínimo de la legislación laboral, sino mediante la adopción de políticas salariales que no logran cubrir la inflación o bien mediante la adopción de canastas alimentarias restrictivas que tienden a excluir costos asociados a la educación, vivienda, salud y otros gastos indispensables para garantizar el bienestar de los hogares. La consecuencia de este tipo de práctica ha sido una reducción significativa de los salarios reales en todos los países de la región durante el período de vigencia de las reformas estructurales con la excepción de Costa Rica y Guatemala (Funkhouser & Pérez, 1998). 

El caso de Guatemala debe señalarse que el salario mínimo ha dejado de ser un referente debido a que el mismo tiene un nivel excesivamente bajo, de forma tal que la mayoría de los trabajadores tiende a situarse por encima del mismo, lo cual, de forma alguna garantiza un nivel de bienestar mínimo. En el caso costarricense, es importante señalar que la transformación principal está asociada con una simplificación del modelo de fijación de salarios mínimos. Así a inicios de los 1980s el Estado fijaba más de 300 salarios mínimos para diferentes categorías ocupacionales en el mercado laboral, en tanto que en 1997 su participación en este campo se había reducido a la fijación de tan sólo cuatro salarios mínimos. Este cambio pone de manifiesto la evolución hacia un concepto más restringido de la intervención del Estado en el funcionamiento de los mercados de trabajo y particularmente en materia de regulación de las relaciones laborales, aunque también muestra que la regulación no ha desaparecido del todo.

También en el caso costarricense, con el fin de erosionar la presencia de sindicatos en el sector privado y evitar su desarrollo en las actividades exportadores, el sector empresarial ha promovido un nuevo modelo de organización laboral inspirado en principios de colaboración obrero-patronal; se trata del modelo solidarista. Dado el apoyo que han recibido por parte del sector empresarial, estatal y religioso, la afiliación a asociaciones solidaristas ha tenido un crecimiento acelerado en las últimas dos décadas, pasando de tener  113 874   afiliados en 1985 a 236 474 en 1999; superando en número de afiliados a las organizaciones sindicales.

Trejos y Mora (1995) han establecido que, en el caso de las industrias exportadoras, la gerencia muestra interés en la promoción y apoyo de las asociaciones solidaristas en tanto que las mismas son un modelo organizativo alternativo al sindicalismo; generan un ambiente laboral de colaboración; no irrumpen en aspectos relacionados con la organización del proceso productivo o la fijación de condiciones laborales, con no ponen en cuestión las prerrogativas de flexibilidad productiva y laboral, ni los modelos de gestión de la fuerza laboral que están teniendo lugar en la industria exportadora.

Los ejemplos citados revelan que los procesos de desregulación de los mercados laborales pueden lograrse ya sea mediante cambios explícitos en la legislación laboral tanto como mediante la promoción de nuevas prácticas laborales, las cuales difícilmente lograrían establecerse sin la participación estatal. El caso centroamericano muestra que, más allá de los cambios formales en la legislación laboral, empleadores, trabajadores y estado  enfrentan una nueva realidad en el mundo laboral. A raíz de ello procesos de desregulación de facto parecen estar transformando el esquema de relaciones laborales y de esta forma están sentando las bases para la conformación de un modelo de regulación laboral basado en principios flexibilizadores.  Adicionalmente, el caso centroamericano estaría mostrando que la precarización del empleo no es una tendencia que afecta exclusivamente a las actividades laborales de baja productividad, sino que incluso tiene lugar en los sectores transables, es decir aquellos que se han constituido en las actividades centrales del nuevo modelo de crecimiento económico. De hecho, diferentes estudios han mostrado que las relaciones laborales precarias parecen ser una de las características propias del sector transable, al menos en el ámbito industrial, allí donde predomina un modelo de competitividad basado en el uso intensivo de mano de obra de baja calificación (Nowalski, Morales y Berliavsky, 1994; Bodson, Cordero y Pérez, 1994; Pérez, 1995 y 1995b; Trejos y Mora, 1995; Sandoval 1997; Cordero 1999).

La evidencia empírica sobre la precarización del empleo no se reduce al caso centroamericano. Al respecto, datos de la OIT
 para América Latina muestran que entre 1990-1998 el número de asalariados cubiertos por sistemas de seguridad social cayó de 67% a 62% en el período. Adicionalmente, su información muestra cómo el sector formal ha perdido de manera significativa capacidad para generar empleos no precarios en toda la región. De hecho, el empleo en el sector moderno  también sufrió una reducción importante al pasar de representar el 55,6% en 1990 a 52,1% en 1998. De igual manera se observó en el mismo período una reducción en la capacidad del sector público para generar empleo el cual pasó de representar el 15% del total del empleo de la región en 1990 a 13% en 1998 (OIT, 1999).

Otros estudios también han mostrado que las relaciones laborales precarias están creciendo en los sectores tradicionalmente regulados. Tokman y Martínez (1999) han mostrado empíricamente que durante los años 90s las industrias manufactureras en Argentina, Perú, Brasil, Colombia, Chile y México, han intentado incrementar o mantener sus niveles de competitividad internacional mediante la introducción de prácticas laborales orientadas a la reducción de costos. Uno de los efectos de dichas prácticas ha sido el incremento en los empleos precarios. Según los autores, el tipo de prácticas observadas abarca aspectos como reducción de los costos laborales no salariales; aumento en el número de trabajadores temporales al igual que en el número de trabajadores no registrados e introducción de políticas salariales restrictivas.

Infante (1998), por su parte, ha mostrado que en América Latina, la reestructuración de los mercados de trabajo en marcha ha agudizado las tendencias a la precarización del empleo. Así, en Argentina (Buenos Aires) los trabajadores con contrato temporal pasaron de representar un 2% en 1990 a un 5% en 1996; en tanto que los trabajadores no registrados pasaron de un 22% en 1985 a un 34% en 1996. En Colombia, los contratos temporales se incrementaron de un 15,8% en 1990 a un 19,2% en 1996. Por su parte en Perú los datos muestran que, como resultado de la introducción de las reformas liberales en la legislación laboral, el empleo temporal pasó de representar un 41% a un 50% entre 1990-1996.  En Chile, por su parte, los trabajadores con contratos temporales pasaron de representar un 11,3% en 1994 a un 16,7% en 1996. Finalmente en Brasil, el número de trabajadores temporales pasó de un 20% en 1995 a un 25% en 1996.

Los datos sobre precarización del empleo no se reducen sólo al avance de las contrataciones temporales. Datos de la CEPAL (2000) muestran  que el deterioro también ha tenido lugar en otros ámbitos pues se ha incrementado el número de trabajadores sin contrato laboral, los cuales perciben, en todos los casos, remuneraciones inferiores a quienes desempeñan la misma labor con un contrato formal; también se ha reducido el número de trabajadores cubiertos por algún sistema de seguridad social.

En general, la información empírica muestra que conforme se han asentado las reformas estructurales y se ha gestado un nuevo modelo de regulación de las relaciones laborales, la precarización del empleo ha tendido a acentuarse, constituyendo uno de los rasgos estructurales que caracterizan la dinámica del conjunto de los mercados laborales en la actualidad

V
El riesgo social: efecto perverso de la precarización

Hemos argumentado previamente que el concepto de precarización del empleo permite a un nivel conceptual, establecer un vínculo entre los niveles de bienestar de los hogares y los procesos de precarización del empleo; siendo una consecuencia de este último proceso el sumir a las familias de los trabajadores afectados por el mismo en procesos de empobrecimiento abierto o de riesgo social, como consecuencia de la inestabilidad que caracteriza el empleo bajo este modelo de relaciones laborales.

Para mostrar evidencia a favor de este argumento se necesita, en primer lugar mostrar que el problema de la generación de empleo sigue siendo crónico en América Latina, y en segundo lugar, que los ingresos laborales son fundamentales para el bienestar de los hogares. Al respecto del primero, las figuras de la OIT (1999) muestran que el problema del desempleo abierto en América Latina afectaba al 8,8% de la fuerza laboral, siendo el nivel prácticamente similar al existente a inicios de los años 80. Por otro lado, los estudios sobre pobreza realizados por la CEPAL a lo largo de la década de los 90 han confirmado reiteradamente la centralidad que ocupan los ingresos laborales para garantizar el bienestar de los hogares. Según la CEPAL: 

La falta de empleo o su mala calidad es quizás el vínculo más claro entre vulnerabilidad y pobreza, ya que los ingresos provenientes del trabajo representan la fuente más directa e importante para la sobrevivencia de los hogares que sufren estos fenómenos (...) Por otro lado, la “rotación” de la pobreza está muy determinada por la inestabilidad del empleo que caracteriza el patrón de desarrollo vigente (CEPAL, 2000, 51).

Así contextos signados por la presencia de problemas de generación de empleo; la persistencia o agudizamiento del subempleo y la inestabilidad laboral darían lugar a modelos de integración social frágiles. Con el fin de captar la forma en que el riesgo de pobreza afecta a los hogares, Pérez y Mora (1999) realizaron un análisis empírico del caso costarricense, en el cual definen el riesgo de pobreza como la probabilidad de los hogares no pobres de caer por debajo de la línea de pobreza cuando alguno de sus miembros actualmente insertos en el mercado laboral pierde su empleo. Esta probabilidad se definiría en función de la tasa de desempleo compuesto, la cual considera no sólo el desempleo abierto, sino también el subempleo invisible y el desempleo desalentado.

El análisis efectuado para la década de los 90 muestra que en contextos en los cuales la pobreza tiende a reducirse, un escenario aparentemente positivo, el grupo de hogares afectados por el riesgo de empobrecimiento tiende a aumentar, poniendo en entredicho los logros en materia de bienestar social alcanzados. Así, se pudo constatar la existencia de un grupo de hogares cuyo nivel de bienestar social es altamente vulnerable a los ciclos económicos. En la medida en que el ciclo económico sea expansivo, estos hogares pueden moverse por encima de la línea de pobreza, empero, en el momento en que se enfrentan procesos de estancamiento y recesión económica, con destrucción de empleo, los mismos tienden a caer, por debajo de la línea de pobreza.

Los hallazgos de Pérez y Mora son congruentes con los estudios de la CEPAL en torno a la “rotación de la pobreza” y a la agudización de los problemas de vulnerabilidad social en América Latina durante el período de reformas estructurales como resultado del proceso de expansión de los empleos precarios. Estos resultados vienen a confirmar las relaciones existentes entre el funcionamiento de los mercados laborales y los niveles de bienestar de los hogares; mostrando los saldos negativos en materia de desarrollo social y ciudadanía laboral que tiene la configuración de un modelo de regulación de las prácticas y relaciones laborales sustentado en principios desreguladores y flexibilizadores.   

La precarización del empleo no sólo tiene efectos negativos en el mundo del trabajo al erosionar los derechos laborales, imponer condiciones de trabajo inaceptables y agudizar las desigualdades en las relaciones de poder entre capital y trabajo; sino que también afecta el desarrollo social al someter a condiciones de inestabilidad e inseguridad estructural al principal recurso del que dependen los hogares para garantizar sus niveles de bienestar social: el empleo de su fuerza laboral.
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�  Al respecto también pueden consultarse los datos sobre precarización del empleo en América Latina presentados por CEPAL en el informe sobre Panorama Social de América Latina 1999-2000.


�   Un análisis detallado de la relación entre reestructuración productiva, riesgo laboral y bienestar social puede consultarse en el trabajo de Mora (2003).
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